
ÁPUNTES PARA UNA VIEJA POLÉMICA: 

LA CONCORDANCIA DEL CATASTRO 

Y EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD 

Introducción 

S 
E trata en el presente trabajo 
de hacer algunas considera­
ciones generales sobre un pro­
blema básico de la época ac­

tual, en la que nuestro ordenamiento 
jurídico nos muestra la existencia de 
diversos instrumentos de publicidad y, 
en general, de garantía sobre la pro­
piedad territorial. 

La cuestión central es que no exis­
te una normativa general que regule 
la concordancia entre todos los instru­
mentos de publicidad, pese a tener to­
dos ellos el mismo objeto. Este hecho 
tiene su base en la creciente dispari­
dad entre las normas jurídicas sec­
toriales en las que se efectúan regula­
ciones específicas sin ninguna 
consideración al ordenamiento jurídi­
co general. 

El motivo fundamental de la dis­
paridad se encuentra, sin duda, en la 
distinta finalidad a la que sirven am­
bos Registros, y asimismo en los pro­
pios efectos de ambas instituciones. 
Anticipemos, desde ahora, que la dis­
tinción no se encuentra exclusivamen­
te en que el Catastro tenga fundamen­
talmente una perspectiva fiscal y el 
Registro de la Propiedad una perspec­
tiva de aseguramiento del tráfico jurí­
dico inmobiliario, sino que a esto de­
be añadirse una cuestión inherente a 
su propia naturaleza, esto es, la dife­
renciación entre Registros administra-

tivos o de información administrativa 
y Registros jurídicos o de seguridad 
jurídica. 

Fuera ya de este plano, es lo cier­
to que existe una coincidencia sobre 
la materia que accede a ambos Regis­
tros y que su disparidad tiene una 
trascendencia exterior cuyo manteni­
miento debe valorarse. 

Esta valoración exige, a nuestro 
juicio, que examinemos prioritaria­
mente la naturaleza de ambas institu­
ciones, su regulación y finalidad. 

Naturaleza jurídica de ambas 
instituciones 

El Catastro 

Como es bien sabido, la naturale­
za jurídica del Catastro deriva de la 
Ley de 27 de mayo de 1900 que esta­
blece el denominado Registro fiscal de 
la Propiedad en el que se inscriben las 
fincas rústicas, edificios, solares y ga­
nado existentes en cada término mu­
nicipal. Su naturaleza, en el marco de 
esta Ley, es, por tanto, clara, ya que 
se trata de un Registro administrativo 
con fines fiscales, a cuyo efecto se 
consigna como una de sus obligacio­
nes la de proceder a la evaluación ge­
neral de la riqueza urbana, rústica y 
pecuaria (artículo 2°) a través de tres 
instrumentos básicos: el Catastro por 
masas de cultivo y clases de terreno; 
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las cartillas evaluatorias de la riqueza 
rústica y pecuaria, y el Registro fiscal 
de fincas urbanas y rústicas y la gana­
dería. 

Sus efectos más importantes se en­
contraban en el artículo 8 de la Ley 
de 1900 y podían ser resumidos en los 
siguientes: 

• Obligación de indicar en todo 
contrato o instrumento público si la 
finca se encuentra inscrita en el Regis­
tro Fiscal, así como el líquido imponi­
ble que, en el mismo, tiene asignado. 

• Obligación de los notarios de 
exigir de los otorgantes la exhibición 
del documento de inscripción registra) 
haciendo constar dicha inscripción y 
sus peculiaridades o, en su caso, el he­
cho de no presentarse tales documen­
tos a los efectos que procedan. Dichos 
efectos no venían determinados en la 
Ley y se configuraban así como pri­
mer punto de inflexión y de la posibi­
lidad de disociación entre este Regis­
tro administrativo y el Registro de la 
Propiedad. 

La Ley establece, a su vez, la obli­
gación recíproca de los Registradores 
de la Propiedad, los Jueces y los Tri­
bunales de poner en conocimiento del 
Registro Fiscal los nombres de los in­
teresados en los documentos objeto de 
la inscripción o presentados en los 
pleitos. 

Es claro, por tanto, que en su con­
figuración inicial este Registro admi­
nistrativo tiene una tendencia coordi-



nadora plasmada, básicamente, en el 
deber recíproco de colaboración me­
diante el intercambio de información. 
Sin embargo, desde la óptica del aná­
lisis que efectuamos y, sobre todo, 
desde el plano de la trascendencia ju­
rídica del incumplimiento del deber 
recíproco de información, debe indi­
carse que el sistema no podía conside­
rarse completo ya que, sin perjuicio 
de las responsabilidades disciplinarias 
a las que alude el artículo 8, es lo 
cierto que no se preveían las conse­
cuencias jurídicas y que, por tanto, 
ambos registros admitían un desarro­
llo y evolución conforme a sus pro­
pias reglas. 

Un nuevo hito podemos encon­
trarlo en la Ley de 23 de mayo de 
1906, que establece el Catastro Parce­
lario. Este texto legal aporta algunos 
avances en la cuestión que aquí se 
analiza. Básicamente nos estamos refi­
riendo al artículo 38, que establece 
que "a partir de la fecha en que co­
menzará a regir el avance catastral, 
ningún Juez, Tribunal, Oficina admi­
nistrativa, Notario ni Registrador de 
la Propiedad, admitirán reclamación 
alguna, ni otorgarán documento pú­
blico, ni practicarán inscripciones ni 

Reflejos en Azca. Madrid 

asientos en los Registros de la Propie­
dad que se refieran a un inmueble 
perteneciente al solicitante sin que 
acompañe el título de propiedad, el 
plano correspondiente, si está forma­
do el Catastro, o una hoja de Regis­
tro del Catastro, debidamente autori­
zada, en el periodo de avance ... ". 

Esta previsión, sin duda la más 
importante, se vería completada con 
lo dispuesto en el artículo 37 de la 
Ley, conforme al cual " la valoración 
de una tinca legalmente aprobada en 
el avance catastral o en Catastro Par­
celario producirá los efectos legales en 
toda clase de actos públicos u ofi­
ciales" . 

Como puede apreciarse, de la re­
gulación vigente se deducen algunas 
consideraciones básicas para determi­
nar el régimen jurídico del Catastro. 
La primera característica es su confi­
guración como un registro de carácter 
administrativo, esto es, como un re­
gistro organizado y custodiado por 
los propios órganos administrativos, 
al que, precisamente por esa condi­
ción resulta de aplicación el principio 
general de publicidad hoy constitucio­
nalizado en el artículo 105 de la Carta 
Magna. 
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En segundo término, la caracterís­
tica esencial es la de ser un registro 
susceptible de usos alternativos, ya 
que, aun cuando la mayor parte de 
sus funciones se agrupan en torno a 
la tiscalidad, es lo cierto que esta idea 
no resulta exclusiva, por un lado, y 
que, por otro, la propia variedad del 
hecho impositivo hace dificil su agru­
pación en tomo a un concepto genéri­
co que poco aporta. 

En directa relación con esta fina­
lidad se encuentran las cuestiones a 
las que nos hemos referido, esto es, 
la necesidad de asegurar la base fisi­
ca del objeto susceptible de inscrip­
ción, es decir, el aseguramiento de 
que el tráfico jurídico se verifica so­
bre unos bienes ciertos y que los re­
gistros se ajustan a la realidad social 
en la que se inscribe y refleja cual­
quier mutación que pueda producir­
se en los mismos. En esta línea se 
inscribe el hecho de que el citado re­
gistro tenga por objeto el señala­
miento de un valor del inmueble a 
los efectos de que aquél pueda con­
vertirse en un valor referencial o di­
rectamente asumible en la determi­
nación de las bases imponibles de 
los tributos que tienen por objeto 

gravar la propiedad o, 
en general, el tráfico ju­
rídico sobre los bienes 
inmuebles. 

Nos encontramos, 
por tanto, ante un regis­
tro administrativo, ges­
tionado por un órgano 
administrativo específi­
camente creado al efec­
to, servido por funcio­
narios públicos y 
sometido al Derecho 
Público en su actuación, 
que se configura como 
una estructura horizon­
tal, es decir, como el 
instrumento para garan­
tizar las tincas y sus 
mutaciones; y, asimis­
mo, con un mecanismo 
propio para efectuar 
una valoración, confor­
me a reglas propias de 
la finca inscrita. 



El Registro de la Propiedad 

El Registro de la Propiedad es el 
pilar básico que junto a la publicidad 
registraJ adopta como base el Dere­
cho Hipotecario, entendido éste como 
"el conjunto de normas y principios 
que regulan la publicidad registra! a 
través del Registro de la Propiedad" 
(García García), o si se quiere, para 
ser más exactos, y siguiendo al citado 
autor, como "el conjunto de normas y 
principios que regulan la exterioriza­
ción continuada y organizada a efec­
tos de producir cognoscibilidad ge­
neral de situaciones jurídicas 
inmobiliarias, a través de la institu­
ción del Registro de la Propiedad, cu­
yo objeto es la inscripción o anota­
ción de los actos y contratos relativos 
aJ dominio y demás derechos reales 
sobre bienes inmuebles" . 

Desde esta descriptiva definición 
se propone la configuración del Regis­
tro de la Propiedad como un registro 
jurídico, no integrado de forma direc­
ta en la Administración, servido por 
funcionarios con un status especial y 
un régimen jurídico peculiar diferente 
al del resto de los funcionarios públi­
cos. Dichos funcionarios ejercen la di­
rección y organización de su oficina 
registra! al punto de asumir la posi­
ción de empresario a efectos laborales 
y fiscales (sobre la existencia de rela­
ción laboral pueden verse la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 3 de julio de 
1990). 

El conjunto organizativo tiene por 
objeto asegurar la publicidad frente a 
terceros de los actos y contratos refe­
ridos a la propiedad y el resto de de­
rechos reales. Este sistema de garantía 
presenta configuraciones diferentes en 
el Derecho comparado. Así, mientras 
el sistema francés opta por una visión 
amplia y por una inscripción constitu­
tiva en la que el efecto de la inscrip­
ción es, básicamente, el de la inoponi­
bilidad de lo no inscrito frente a lo 
inscrito, tanto en las transmisiones a 
título oneroso como gratuito. El siste­
ma italiano, tachado a priori de técni­
camente imperfecto y poco evolucio­
nado (García García), utiliza como 
base organizativa el folio personal, es­
to es, que prescinde de la finca como 
base fisica frente a los sistemas de 

corte francés en los que la técnica del 
folio real hace de las fincas su princi­
pio cardinal. El acceso al registro se 
verifica mediante la transcripción 
(aplicable a todos los derechos reales 
con exclusión de los derechos de ga­
rantía) y la inscripción (aplicable, bá­
sicamente, a los derechos de garantía 
y, sobre todo, a la hipoteca). Los 
efectos son bien diferenciados, ya que 
mientras la inscripción tiene efectos 
constitutivos, la transcripción no tiene 
tales efectos, si bien, la naturaleza de 
la transcripción no es homogénea ya 
que pueden existir supuestos en que 
los efectos sean prácticamente consti­
tutivos (por ejemplo, en los denomi­
nados vínculos de indisponibilidad) . En 
todo caso la técnica protectora de ter­
ceros es la común, esto es, los actos 
sujetos a transcripción (artículo 2.643 
del Código Civil) que no hayan sido 
transcritos no pueden ser opuestos 
frente a terceros, teniendo en cuenta 
que conforme al artículo 1.650 del 
Código Civil " las transcripciones o 
inscripciones a cargo del adquirente 
no producen efecto si no ha sido 
transcrito el acto anterior de adquisi­
ción" . Queda, pues, claro que este sis­
tema exige la continuidad de inscrip­
ciones y transcripciones, de un lado, 
y, de otro, que aquellos actos que es­
tando incluidos en el ámbito de la ins­
cripción o la transcripción no sean 
objeto de tal, resultan inoponibles 
frente a terceros. 

El ejemplo más representativo de 
otro sistema de organización registra! 
lo encontramos en el Derecho alemán, 
cuya característica más notable es que 
la inscripción registra! es de carácter 
constitutivo, es decir, se convierte en 
un elemento imprescindible para el 
tráfico jurídico privado y, en conse­
cuencia, para la constitución, transmi­
sión, modificación y extinción de los 
derechos reales inmobiliarios. 

Una de las manifestaciones más 
relevantes, plasmada expresamente en 
el artículo 39 de la Ordenanza inmo­
biliaria de 24 de mayo de 1897, es la 
exigencia rígida del tracto sucesivo, de 
forma que "una inscripción sólo pue­
de practicarse cuando la persona cuyo 
derecho va a resultar perjudicado por 
aquélla figura inscrita como titular" . 
Este principio admite dos excepciones, 

1 

comúnmente denominadas como deu­
da territorial (artículo 39 de la Orde­
nanza, que admite la sustitución de la 
inscripción por la presentación del do­
cumento denominado cédula) y el re­
ferido a los herederos (articulo 40 de 
la Ordenanza, que admite, a su vez, la 
excepción previa a la demostración 
del título hereditario). 

Por último, y para concluir este 
somero análisis, cabe aludir al sistema 
de registro de la URSS que funda­
mentalmente presenta la característica 
de estar estructurado en dos tipos de 
Registros. Por un lado, el Registro de 
la Propiedad, de organización pública, 
en el que se admite la inscripción de 
la propiedad privada consagrada por 
el artículo 52 del Código Civil respec­
to de los frutos del propio trabajo y, 
claro está, con exclusión de la propie­
dad de los medios de producción. 

De otro lado, los registros a cargo 
de los propios notarios, en los que se 
hacen constar los actos, hipotecas y 
actos del poder ejecutivo, sin valor 
constitutivo y con efectos transcripti­
vos. Es de plena aplicación el princi­
pio de tracto sucesivo cuya observan­
cia se garantiza indicando que los 
notarios no podrán autorizar ningún 
documento sin acreditarse la condi­
ción de propietario mediante la opor­
tuna certificación del Registro de la 
Propiedad. 

En todo caso y como apresurado 
resumen de este breve excurso relativo 
a los sistema de la organización regis­
tral de nuestro entorno europeo, pare­
ce necesario convenir con García Gar­
cía en que la existencia de un sistema 
de publicidad a través del Registro se 
presenta corno una necesidad sentida 
en todos los países de nuestro entor­
no, hasta el punto de no vislumbrarse 
otra alternativa que la mejora y el 
perfeccionamiento del propio sistema 
registra!. 

No debe olvidarse tampoco que Ja 
opción por un específico sistema de 
registro está, en último término, en 
íntima conexión con el régimen jurídi­
co de los bienes inmuebles de cada 
país, y que en consecuencia el análisis 
comparado no se efectúa ante una 
clara necesidad de armonización en 
base a principios comunes, sino, y co­
rno tantas veces ocurre en Derecho, 



como pautas sobre las que basar el 
estudio exegético de las propias insti­
tuciones y su posibilidad de reforma. 

Llegados a este punto, hay que 
significar algunas de las especialidades 
más importantes de nuestro sistema 
hipotecario plasmado fundamental­
mente en la Ley Hipotecaria de 1944 
(Texto Refundido de 8 de febrero de 
1946) y en el Reglamento Hipotecario 
de 14 de febrero de 1947. 

Entre las características básicas de 
dicho sistema se encuentra, funda­
mentalmente, la configuración de la 
inscripción registral como voluntaria, 
salvo en el derecho real de hipoteca y 
en el derecho de superficie. No obs­
tante, esta nota de voluntariedad es Jo 
cierto que la Ley Hipotecaria prevé, 
en su artículo 32, que "los títulos de 
dominio o de otros derechos reales 
sobre bienes inmuebles, que no estén 
debidamente inscritos o anotados en 
el Registro de la Propiedad no perju­
dicarán a terceros". Este principio de­
nominado como principio de inoponi­
bilidad, se ve completado con Ja 
obligación instrumental del artículo 
313 de la Ley Hipotecaria, conforme 
al cual "los Juzgados y Tribunales or­
dinarios y especiales, los Consejos y 
Oficinas del Estado no admitirán do­
cumento o escritura de que no se ha­
ya tomado razón en el Registro por 
los que se constituyan, transmitan, 
modifiquen o extingan derechos reales 
sujetos a inscripción, si el objeto de Ja 
presentación fuere hacer efectivo, en 
perjuicio de tercero, un derecho que 
debía ser inscrito" . 

Los principios de inscripción e 
inoponibilidad son susceptibles de 
completarse con otros tres: el princi­
pio de legitimación registral, que per­
mite establecer una presunción de ve­
racidad y exactitud de lo inscrito; el 
principio de fe pública registra!, que 
actúa ante situaciones de inexactitud 
registra! y de adquisiciones a non do­
minio y siempre que se cumplan los 
requisitos generales del artículo 34 de 
la Ley (adquisición de buena fe, a tí­
tulo oneroso, de persona protegida 
por la presunción registral, y siempre 
que inscriba su derecho); principio de 
prioridad, esto es, la preferencia en la 
inscripción de aquél que primero pre­
sente su título. 
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Estas características uni­
das a la de la estructuración 
del Registro sobre la base de 
la finca, configuran los pila­
res esenciales de nuestro ré­
gimen hipotecario. 

La conexión de ambos 
Registros en el Derecho 
comparado 

Analizada la naturaleza 
jurídica de ambas institucio­
nes registrales parece necesa­
rio realizar, ahora, el exa­
men de las diversas formas 
en las que los países de 
nuestro entorno han resuelto 
un problema esencial, cual es 
de la concordancia entre am­
bos registros, para a conti­
nuación determinar cuál es 
el modelo de nuestro Dere­
cho y la problemática que el 
mismo plantea. 

Comencemos por apun­
tar el caso de Francia, en el 
que la coordinación viene de 
la mano de las denominadas 
fichas de inmueble del fichero 
inmobiliario (que es un ins­
trumento de síntesis de in­
formación de los datos 
obrantes en el Registro de la 
Propiedad) y en las que se 
han de hacer constar los da­
tos que permitan la localiza­
ción catastral del inmueble. 

El Catastro, que curiosa­
mente depende en Francia 
del mismo órgano adminis­
trativo que el Registro de la 
Propiedad, el Ministerio de 
Economía, Hacienda y Pre­
supuesto (Dirección General 
de Impuesto), emite un do­
cumento administrativo que 
recibe el nombre de cédula 
catastral que debe ser solici­
tada por los notarios o cual­
quier autoridad pública que 
vaya a autorizar un acto 
traslativo o modificativo de 
la propiedad y, en general, 
del resto de los derechos re­
ales sobre bienes inmuebles. 

Sobre los particulares re-

cae la obligación de aportar los datos 
oportunos para que puedan incluirse 
en el Catastro las modificaciones de 
orden fisico de los inmuebles, con la 
consecuencia jurídica de que, mientras 
tales datos no sean incorporados y se 
expida la cédula catastral, conforme a 
la nueva realidad, no pueden verifi­
carse las inscripciones de las divisio­
nes, transformaciones y, en general, 
cualquier otra modificación de las fin­
cas inmobiliarias. 

La coordinación se asegura con lo 
previsto en el artículo 2 del Decreto 
de 4 de enero de 1955, que es la nor­
ma que, en la actualidad, regula el sis­
tema registra! francés, y según el cual 
"no cabe mutación catastral por ra­
zón de modificación alguna de la si­
tuación jurídica del inmueble si el ac­
to o resolución judicial en que se 
constata no ha sido previamente pu­
blicado en el fichero inmobiliario". 

De esta forma y como conclusión, 
podríamos indicar que no es posible 
la inscripción registra! sin la identifi­
cación catastral de la finca y que sólo 
la inscripción es el documento válido 
para la modificación del dato catas­
tral. El sistema es, pues, sencillo: el 
Registro de la Propiedad adopta co­
mo propios los datos fisicos que sobre 
los inmuebles le proporciona el Catas­
tro, cuyos datos dominicales, a su vez, 
no pueden ser modificados si no es 
previa la inscripción registra! del do­
cumento acreditativo de la transmi­
sión. 

En el supuesto alemán, la cuestión 
está planteada en otros términos, so­
bre todo, por la diferente eficacia jurí­
dica de la inscripción que, como diji­
mos, es plenamente constitutiva, y, 
además, por la propia organización 
del Catastro respecto del cual no se 
ha reservado competencia alguna la 
federación, sino que su organización e 
incluso regulación jurídica se atribuye 
a los Entes Territoriales. 

La eficacia jurídica que el sistema 
alemán atribuye a la inscripción exige 
que la propiedad inmobiliaria esté co­
rrectamente configurada. Tal circuns­
tancia se logra mediante la conexión 
de datos entre ambas instituciones, al 
punto de que con la consulta de cual­
quiera de ellas puedan obtenerse los 
datos de la otra. Sin embargo, la me-
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dida más importante es la incorpora­
ción de los planos cartográficos al Re­
gistro, de forma que no puede darse 
la inscripción registra! contra lo deter­
minado cartográficamente. En sínte­
sis, cabe, por tanto, indicar que el Re­
gistro incorpora como base fisica el 
plano cartográfico y que, por tanto, 
éste queda protegido como uno más 
de los datos registrales. 

El examen de modelos diferencia­
dos de coordinación Catastro-Regis­
tro de la Propiedad puede culminar 
con el de un modelo especial cual es 
el modelo australiano, en el que los 
mecanismos de coordinación entre los 
datos fisicos del inmueble y los referi­
dos a la titularidad jurídica están per­
fectamente conectados. 

La exégesis del sistema australiano 
se realiza sobre la base de la denomi­
nada acta torrens, palabras con las 
que se representa el sistema instaura­
do en aquel país por Robert Richard 
Torrens y que resulta aplicable a in­
muebles respecto de los cuales se inste 
o haya obtenido la registración inicial 
o inmatriculación. Para obtener ésta, 
el interesado debe presentar en el Re­
gistro los títulos que avalan su propie­
dad y debe, asimismo, acompañarse 
un plano de la finca, cuya exactitud y 
veracidad es comprobada por topó­
grafos al servicio del propio Registro. 
Esta comprobación unida a la de la 
viabilidad jurídica de la transmisión 
determinan la inscripción que se do­
cumenta en el certificado del título cu­
ya característica más notable es que 
se entrega al titular de la inscripción 
para que sea él quien lo conserve en 
su poder. Dicho documento es im­
prescindible para poder inscribir cual­
quier tipo de documento, ya que con­
tiene la historia de la finca. 

Llegados a este punto nos encon­
tramos en posición de señalar que, en 
general, los distintos modelos de ase­
guramiento del tráfico jurídico inmo­
biliario buscan también fórmulas di­
versas para que el Registro de la 
Propiedad tenga una concordancia 
con la realidad fisica sobre la que el 
derecho inscrito se constituye. 

Sin embargo, ésta es sólo una de 
las dos importantes facetas sobre las 
que puede incidir la coordinación re­
ferida al Catastro ya que el precio o 



la valoración del bien en cada instru­
mento jurídico es otro aspecto impor­
tante que no debe olvidarse. A ambas 
cuestiones nos referiremos a continua­
ción. 

La finca y su relevancia como 
instrumento de coordinación 

Cuando se analiza Ja concordancia 
de dos Registros Públicos que, aun­
que de naturaleza diferente tienen un 
mismo objeto, es evidente que cual­
quier sistema jurídico que pretenda 
ser coherente debe intentar que los 
mismos operen sobre una realidad 
idéntica, ya que no es legítimo que la 
realidad administrativa o registra) ig­
nore la real y que una misma realidad 
física exista o deje de existir en fun­
ción de las ficciones jurídicas, o vice­
versa, que algo que nunca existió en 
la realidad sí exista en Derecho. 

En todo caso, y desde un punto de 
vista práctico, la concordancia es una 
forma de mayor seguridad de la insti­
tución Registra! y de cumplir fiable­
mente la obligación contenida en el 
párrafo 1 del artículo 9 de la Ley Hi­
potecaria de indicar en las inscripcio­
nes de las "naturaleza, situación y lin­
deros de Jos inmuebles objeto de la 
inscripción así como su medida super­
ficial, nombre y número, si constare 
en el título". 

El estudio de Ja normativa que ri­
ge los dos registros que se examinan 
nos permitiría indicar, en una primera 
aproximación, que la cuestión, en el 
plano teórico, está parcialmente re­
suelta. La evidencia de que esto no es 
así se encuentra en que en 1980 se pu­
blicó el Real Decreto 1030/80, de 3 de 
mayo, por el que se dispone la coordi­
nación de Catastro Topográfico par­
celario con el Registro de la Propie­
dad Inmobiliaria. El objeto de dicho 
Real Decreto es el de establecer unas 
normas de coordinación y, a Ja vez, 
crear una Comisión coordinadora de 
ambas instituciones, cuya misión era 
Ja de evaluar la eficacia de las normas 
contenidas en el citado Real Decreto 
y, en su caso, proponer su reforma. 
Dicha Comisión fue organizada por 
Orden de 12 de junio de 1981 (BOE 
de 13 de junio). 

Las normas contenidas en el Real 
Decreto 1030/80, de 3 de mayo, pue­
den sistematizarse de la forma si­
guiente: 

Alcance de la coordinación 

La coordinación tiene por 
objeto hacer corresponder, en 
primer término, las técnicas ope­
rativas de ambas Instituciones. 
Como primera previsión se esta­
blece Ja obligación del Instituto 
Geográfico Nacional de aportar 
al Registro de la Propiedad Jos 
datos descriptivos y gráficos de 
cada finca, especialmente los lin­
deros y superficie con referencia 
a los datos del polígono y parce­
la correspondientes, en aquellos 
términos municipales en que el 
Catastro Topográfico Parcelario 
esté terminado y en grado sufi­
ciente de conservación. 

Esta obligación tiene su co­
rrelativo en Ja del Registro de 
la Propiedad de aportar a 
aquél los datos relativos a la 
identificación de Jos titulares, 
de las fincas y de las variacio­
nes que éstas pueden haber re­
cibido. 

que tienen acceso al Registro de la 
Propiedad. 

Forma y práctica de la coordinación 

La eficacia y efectos de la activi­
dad coordinadora exige que la misma 

El primer inconveniente de 
este mecanismo se deduce de Ja 
prescripción contenida en Ja 
norma segunda del Real Decre­
to 1030/80, de 3 de mayo, con­
forme a la cual "en aquellos tér­
minos municipales donde no 
exista Catastro Topográfico 
Parcelario aprobado no cabe Ja 
coordinación ... " 
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Instrumentos de coordinación 

El Real Decreto 1030/80 estable­
ce tres medios fundamentales de 
coordinación: a) los planes parcela­
rios, que deben ser elaborados por 
el Instituto Geográfico Nacional y 
facilitados a los Registros de la Pro­
piedad; b) cédulas parcelarias, que 
se extienden también por el Instituto 
Geográfico Nacional; c) los títulos 
públicos, notariales, judiciales o ad­
ministrativos y en general todos Jos 
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deba producirse de forma plena, de 
aquí que sea necesario prever cuándo 
se produce tal plenitud. A tal efecto 
se establecen dos reglas para determi­
nar cuándo es posible entender que 
hay coordinación: 

• Cuando los datos descriptivos o 
identificadores de la finca en el Catas­
tro Topográfico Parcelario coincidan 
con Jos que figuran en el Registro de 
la Propiedad o en el título que va a 
dar lugar a la inmatriculación. 

• En defecto de lo anterior y aun 
cuando no exista tal concordancia si 
concurren las circunstancias de que, 
en primer lugar, no existen diferencias 



de superficie o encajen las citadas di­
ferencias con unos coeficientes de 
error fijados por la Administración, y, 
en segundo término, que no ofrezca 
dudas al Registrador la identidad de 
la finca a coordinar. 

La norma Quinta del Real Decre­
to 1030/80, de 3 de mayo, establece 

los supuestos en los que se debe prac­
ticar la coordinación que alcanza a la 
inmatriculación de nuevas fincas, la 
modificación de las entidades hipote­
carias por agregación, agrupación, di­
visión y segregación, a los supuestos 
en que el título inscribible contenga 
diferencias en la extensión o linderos 
de la finca, o, incluso, a petición del 
propio titular. 

Es de resaltar que la Orden de 8 
de febrero de 1984 estableció una ex­
periencia piloto, de carácter global y 
amparada en la solicitud de coordina­
ción de los particulares, en los Muni­
cipios de Archena (Murcia) y Villar-

pardo (Cuenca). 
Desde un punto de vista estricta­

mente formal, la coordinación se lleva 
a cabo mediante la unión de la cédula 
parcelaria al título inmatriculador a 
los efectos de su presentación en el 
Registro de la Propiedad que archiva­
rá uno de los ejemplares de la cédula 

y remitirá otro al Instituto 
Geográfico Nacional, haciendo 
constar en el titulo de inscrip-
ción si la finca coincide o no 
con los datos resultantes de la 
cédula. 

Efectos de la coordinación 

El efecto principal del meca­
nismo coordinador es el de que 
a través de la misma se obtiene 
la conformidad de la Adminis­
tración con los datos descripti­
vos de la misma contenidos en 
el folio registra!. De esta forma 
en las fincas coordinadas los 
datos resultantes de aquélla 
constituyen la base en los tres 
ámbitos implicados, esto es, en 
el propiamente catastral, en el 
registra! y en el fiscal, en lo que 
se refiere a los datos físicos de 
la misma y a los titulares de las 
fincas. 

El escaso efecto real de esta 
medida de coordinación por el 
reducido ámbito geográfico de 
su implantación y por las difi­
cultades prácticas de copartici­
pación de diversos organismos 
administrativos dependientes, a 
su vez, de diversos Departa­

mentos Ministeriales nos coloca ante 
el problema básico de que los Regis­
tros públicos sean el fiel reflejo de la 
realidad extrarregistral. 

Desde el punto de vista registra!, 
que a la postre es el más importante 
en el tráfico jurídico inmobiliario, es 
lo cierto que, como puso de relieve 
muy acertadamente Tirso Carretero 
"el capítulo de la inexactitud registra! 
y la rectificación del Registro es el 
más triste y penoso del Derecho Re­
gistra! por cuanto significa la patolo­
gía y el fracaso de una Institución que 
nace, por principio, con vocación de 
exactitud ... " . 
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Estas afirmaciones son matizadas 
por Zumalacárregui, para quien " no 
existe en el mundo, ni podrá existir 
jamás, Registro Jurídico alguno que, 
siempre y en todo caso y momento, 
refleje fiel e íntegramente la realidad". 

En todo caso dejemos establecido, 
desde ahora, que la inexactitud regis­
tra! a la que nos estamos refiriendo es 
uno de los tipos posibles de inexacti­
tud y que puede ser incluida, en la 
clasificación que intenta Juventus co­
mo una inexactitud originaria. La ne­
cesidad del análisis de la inexactitud 
del Registro es consecuencia del prin­
cipio general establecido en el artículo 
38 de la Ley Hipotecaria conforme al 
cual "se presumirá que los derechos 
reales inscritos en el Registro existen 
y pertenecen a su titular en la forma 
determinada en el asiento respecti-
vo ... ". 

Este principio de exactitud del 
asiento registra! tiene un amplio con­
tenido que podemos diferenciar en 
primer término por el ámbito o por la 
rama jurídica en la cual opera y que 
recordemos no es otra que la que 
abarca la Ley Hipotecaria. Nos en­
contramos, por tanto, ante una pre­
sunción establecida por un sector del 
Ordenamiento Jurídico, a los efectos 
exclusivos del mismo, si bien estas 
afirmaciones no deben impedir valo­
rar Ja presunción en sus términos de 
verdadera importancia ya que la con­
junción de este principio con el resto 
de los principios registrales determi­
nan las reglas verdaderas del tráfico 
jurídico inmobiliario. 

En esta misma linea es necesario 
indicar que la presunción alcanza 
también a dos elementos esenciales, 
esto es, al sujeto y al objeto del dere­
cho inscrito. La cuestión que aquí nos 
interesa es la de determinar si la pre­
sunción de exactitud del Registro al­
canza o no a los datos descriptivos de 
la finca. 

El tema se ha discutido largamen­
te en la doctrina y la jurisprudencia. 
García García analiza la evolución ju­
risprudencia! de la cuestión, que, di­
cho sea de paso, es el fiel reflejo de la 
discusión doctrinal. Dicha línea juris­
prudencia! se extiende en dos vertien­
tes, por un lado, las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 21 de marzo de 
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1953; 25 de enero de 1950 y 31 de 
enero de 1970, en las cuales se declara 
la extensión del principio de legitima­
ción registra( a los datos físicos. Fren­
te a las anteriores, las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 6 de febrero de 
1947, 5 de diciembre de 1949, 13 de 
mayo de 1959, 16 de noviembre de 
1960, 30 de junio de 1964, 16 de abril 
de 1968, e incluso la más reciente, de 
6 de febrero de 1987, mantienen el 
criterio que podríamos resumir en las 
siguientes frases, tomadas de la Sen­
tencia de 16 de abril de 1968: " ... la fe 
pública del Registro actúa, sin duda 
alguna, asegurando la existencia y 
contenido jurídico de los derechos re­
ales inscritos, pero no garantiza la ex­
actitud de los datos de mero hecho re­
lativos a la descripción de las fincas, 
pues, como se declara en las Senten­
cias de 16 de noviembre de 1960 y 31 
de octubre de 1961, las circunstancias 
de hecho consignadas en el Registro 
de la Propiedad de un modo inexacto 
no pueden hacer que la finca se con­
forme con lo que dice la inscrip­
ción ... ". El estado de la cuestión no 
puede, como se ve, considerarse pací­
fico en la jurisprudencia, aunque se 
observa una tendencia a considerar 
incluidos en el ámbito de la presun­
ción los datos físicos contenidos en el 
artículo 38 de la Ley Hipotecaria. 

En todo caso donde no cabe duda 
de que sí se entienden incluidos los 
datos físicos es en los supuestos de las 
fincas coordinadas, conforme al Real 
Decreto 1030/ 1980, ya que la norma 
novena del mismo textualmente indica 
que "como consecuencia de lo dis­
puesto en el artículo 38 de la Ley Hi­
potecaria, cuando en los asientos del 
Registro conste la coordinación de 
una finca con el Catastro Topográfico 
Parcelario se presumirá, salvo prueba 
en contrario, que los datos descripti­
vos de la misma contenidos en el folio 
registra( coinciden con la realidad fi­
sica ... ". 

Es ésta una segunda presunción 
también iuris tantum y complementa­
ria de la establecida con carácter ge­
neral en el artículo 38 de la Ley Hipo­
tecaria que permite entender incluidos 
en el ámbito de la presunción de este 
artículo los datos de orden fisico rela­
tivos a las fincas objeto de la inscrip-

ción. Esta presunción completa, como 
señalaba, la establecida en el citado 
artículo 38 y dispensa al favorecido 
por ella de la necesidad de probar los 
datos físicos de la finca inscrita. 

Es evidente que en el ámbito de 
las fincas no coordinadas el problema 
subsiste y que, por tanto, la presun­
ción del artículo 38 de la Ley Hipote­
caria debe someterse a los criterios 
vacilantes de una jurisprudencia con­
tradictoria que no acaba de determi­
nar con precisión si la presunción de­
rivada de la inscripc1on registra( 
alcanza a los datos de orden fisico de 
la finca objeto de la inscripción. 

Llegados a este punto es necesario 
indicar que las normas registrales es­
tablecen una serie de mecanismos pa­
ra hacer concordar el Registro con la 
realidad jurídica extrarregistral. Esta 
concordancia "se llevará a cabo, se­
gún los casos, por la primera inscrip­
ción de las fincas que no estén inscri­
tas a favor de persona alguna, por la 
reanudación del tracto sucesivo inte­
rrumpido y por el expediente de libe­
ración de cargas y gravámenes" (ar­
tículo 198 de la Ley Hipotecaria). 

Por su parte, la inmatriculación de 
fincas no inscritas puede llevarse a ca­
bo mediante alguno de los tres méto­
dos establecidos en al artículo 272 a 
287 del Reglamento); mediante título 
público de adquisición, complementa­
do por acta de notoriedad cuando no 
se acredite de modo fehaciente el títu­
lo adquisitivo del transmitente o ena­
jenante (artículo 203 de la Ley Hipo­
tecaria) y mediante el certificado que 
pueden expedir determinadas Autori­
dades administrativas del Estado, la 
Provincia, el Municipio y, en general, 
las Corporaciones de Derecho Público 
que carezcan de título escrito de do­
minio, y en el que se debe hacer cons­
tar el título de adquisición o el modo 
en el que fueron adquiridos (artículo 
206 de la Ley Hipotecaria y artículos 
303 a 307 del Reglamento). 

A los efectos de lo que aquí se 
a naliza es oportuno indicar que, con 
independencia de lo examinado, exis­
ten dos instrumentos adicionales de 
coordinación entre ambas Institucio­
nes. Así, en el expediente de dominio 
es necesario acompañar la certifica­
ción acreditativa del estado actual de 
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la finca en el Catastro Topográfico 
Parcelario, o en su defecto, en el 
A vanee, Registro Fiscal o Amillara­
miento. Esta misma certificación debe 
acompañarse en las actas de notorie­
dad a las que alude el artículo 203 de 
la Ley Hipotecaria. 

Estos supuestos no contemplan, 
claro está, la discordancia real entre 
un título inscrito y la realidad extra­
rregistral. Sin embargo, esta situación 
se resuelve conforme a los criterios 
generales, esto es, con la presunción 
genérica de que el asiento registra! es 
correcto hasta que no se declare su 
inexactitud en la forma prevista en la 
Ley Hipotecaria (artículo 1, página 3 
de la Ley Hipotecaria) y, asimismo, 
dispensando al titular inscrito la pro­
tección adicional de no poder ser de­
mandado ni sujeto de ninguna acción 
contradictoria del dominio de inmue­
bles o derechos reales sin que previa­
mente o a la vez se entable demanda 
de nulidad o cancelación de la inscrip­
ción correspondiente. 

La prescripción citada se completa 
con lo establecido en el artículo 40 de 
la Ley, conforme al cual es necesario 
instar la rectificación judicial de un 
asiento si el mismo fuere inexacto por 
falsedad, nulidad o defecto del título 
que hubiere motivo el asiento. Es im­
portante señalar que la propia Ley in­
dica que la rectificación no perjudica­
rá los derechos adquiridos por tercero 
a título oneroso de buena fe durante 
la vigencia del asiento que se declare 
inexacto, y, en segundo término, que 
la acción de rectificación será insepa­
rable del dominio o derecho real de 
que se derive. 

El planteamiento efectuado nos 
permite indicar que en la normativa 
referida al Registro de la Propiedad se 
aprecia una clara, y por otro lado evi­
dente, tendencia a la incorporación de 
los datos físicos de las fincas inscritas 
de forma que todos sus mecanismos y 
presunciones no se conviertan en pre­
visiones legales marginadas de la pro­
pia realidad. En esta línea el Catastro 
y sus planos topográficos deben con­
vertirse en un elemento de certeza que 
necesariamente ha de acceder al Re­
gistro, precisamente, para evitar que 
éste quede convertido en una mera 
entelequia legal sin base real. 



El problema del valor en el título 
inscribible 

En el análisis que estamos reali­
zando, que trasciende claramente del 
concepto técnico-jurídico de lo que en 
el marco que se examina se entiende 
por coordinación de dos registros pú­
blicos, es necesario abordar ahora la 
cuestión referida a la incorporación al 
título inscribible de un concepto de 
contenido económico. 

La expresión de esa magnitud tie­
ne una relevancia importante. Así, co­
mencemos por indicar que el artículo 
1 O de la Ley Hipotecaria establece 
que "en la inscripción de los contra­
tos en que haya mediado precio o en­
trega de metálico se hará constar el 
que resulte del título, así como la for­
ma en que se hubiese hecho o conve­
nido el pago ... ". Dicha prescripción se 
completa con lo establecido en la re­
gla Octava del artículo 51 y los ar­
tículos 58 y 59 del Reglamento Hipo­
tecario. 

Nos encontramos, por tanto, ante 
un primer hecho o circunstancia con­
forme a la cual el Registro de la Pro­
piedad incorpora entre los datos de la 
inscripción el que hace referencia al 
precio pagado por el bien y que figure 
en el contrato. 

La cuestión a la que inmediata­
mente debemos referirnos es, precisa­
mente, la de la utilidad jurídica de tal 
dato. Es éste uno de los problemas 
básicos del sistema impositivo en par­
ticular, y del Ordenamiento Jurídico 
en general, ya que éste contiene una 
serie de preceptos inconexos y secto­
riales que presentan como característi­
ca común el de adoptar reglas propias 
en la determinación del valor del in­
mueble. 

En el ámbito del Derecho Regis­
tra! la incorporación del precio paga­
do en virtud del contrato no tiene 
unos efectos posteriores determinan­
tes, ya que por ejemplo, no impide su 
nueva transmisión por un valor infe­
rior. Sin embargo, es lo cierto que de­
muestra el valor que las partes otor­
gan a dicho inmueble. Nos encontramos 
por tanto con una primera conclusión, 
cual es la de que el Registro de la 
Propiedad incorpora a sus asientos 
una de las posibles valoraciones de 

que es susceptible un inmueble: el va­
lor de venta. 

Para ser más exactos hay que indi­
car que es tan sólo desde la publica­
ción de la Ley 8/89, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos, desde cuan­
do se produce con plenitud la incor­
poración al Registro del precio de 
venta ya que conforme a la Disposi­
ción Adicional Segunda: "Los Aran­
celes se aplicarán sobre los valores 
comprobados fiscalmente de los he­
chos, actos o negocios jurídicos y, a 
falta de aquéllos, sobre los consigna­
dos por las partes en el correspon­
diente documento, salvo en aquellos 
casos en que las características de las 
actividades de los correspondientes 
funcionarios no lo permitan. La liqui­
dación del Arancel quedará incorpo­
rada al documento público correspon­
diente. La base de aplicación de los 
Aranceles, con mención del número 
del Arancel y honorarios que corres­
pondan a cada acto se reflejarán por 
el funcionario al pie de la escritura o 
documento matriz y de todas sus co­
pias y del asiento, certificación o nota 
extendidas y, en su caso, del docu­
mento entregado al interesado. 3) Los 
funcionarios públicos que, mediando 
dolo o culpa grave, infrinjan lo dis­
puesto en el párrafo segundo del 
apartado anterior incurrirán en falta 
disciplinaria muy grave que, sin per­
juicio de las responsabilidades de otro 
orden que pudieran derivarse de su 
actuación, será sancionada con sus­
pensión por plazo de cinco años y, en 
caso de reincidencia, con la baja defi­
nitiva del funcionario con el corres­
pondiente Cuerpo o Escala o, en su 
caso, separación del servicio. 4) Los 
fedatarios públicos retribuidos me­
diante Arancel efectuarán, con oca­
sión de la autorización de documentos 
públicos o de su intervención en todo 
tipo de operaciones, las advertencias 
que procedan sobre las consecuencias 
fiscales o de otra índole de las decla­
raciones o falsedades en documento 
público o mercantil". 

De esta forma es válido afirmar 
que el valor primitivamente aceptado 
en el Derecho Hipotecario es el valor 
asignado por las partes en el docu­
mento contractual, si bien, desde la 
Ley 8/89 puede indicarse que éste de-
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be, al menos en teoría, coincidir con 
el valor real de venta. 

Sin embargo, es lo cierto que el 
valor de venta es uno de los posibles 
criterios de valoración de un bien in­
mueble, pero que presenta algunas di­
ficultades para cumplir una misión ge­
neral en el ámbito impos1t1vo, 
teniendo en cuenta que el mismo se 
desactualiza rápidamente y que poten­
cialmente un inmueble podría no ser 
nunca objeto de transmisión. Frente a 
esto, es claro que dicho valor es ple­
namente válido para servir de base a 
la tributación del Impuesto de Trans­
misiones Patrimoniales que en el ar­
tículo 10.1 (Texto Refundido de 1980) 
indica que "la base imponible está 
constituida por el valor real del bien 
transmitido o del derecho que se 
constituya o ceda ... ". La identifica­
ción del valor de venta como valor 
real podría dar origen a reducciones 
injustificadas e irreales del valor con 
la única función de la elusión fiscal, 
de ahí el factor corrector que se con­
tiene en el artículo 49.5 de dicho Tex­
to Legal, conforme al cual "cuando el 
valor comprobado excede en más del 
50 por cien del declarado y éste sea 
inferior al que resultaría de la aplica­
ción de las reglas del Impuesto sobre 
el Patrimonio Neto, la Administra­
ción Pública tendrá derecho a adqui­
rir para sí los bienes y derechos trans­
mitidos ... ". Nos encontramos, por 
tanto, ante el hecho de que, a efectos 
impositivos, los contratantes no son 
enteramente libres para determinar el 
precio del inmueble, sino que deben 
respetar el valor que al mismo atribu­
yen determinadas normas fiscales, en 
este caso, las del Impuesto sobre el 
Patrimonio Neto, cuya elusión otorga 
a la Administración ni más ni menos 
que el derecho a la adquisición de la 
finca. 

En un plano más general, nos in­
teresa recalcar aquí que nuestro orde­
namiento jurídico se caracteriza, entre 
otros supuestos y en lo que aquí nos 
interesa, por el hecho de que un mis­
mo bien, en este caso la propiedad in­
mobiliaria, es objeto de diversas valo­
raciones, según cuál sea el hecho 
impositivo de que se trate. 

Tradicionalmente cuando nos he­
mos enfrentado con la forma de supe-



rar esta disfunción, el 
modelo alemán se ha 
convertido en el paradig­
ma a imitar. Es cierto y 
no cabe negarlo, que des­
de un punto de vista teó­
rico es una buena solu­
ción la adoptada por 
aquel ordenamiento y 
que supone la unificación 
en una sola norma de los 
diferentes preceptos de 
ámbito sectorial. 

El remedio jurídico 
apuntado arranca en AJe­
mania, tímidamente en 
1919 y de forma clara 
desde la publicación de la 
Ley de Valoración de 
1925, que, no obstante, 
no alcanza el efecto unifi­
cador pretendido por la 
concurrencia de diversas 
competencias en manos 
de los Entes Territoriales 
que no quedaron, de fac­
to, vinculados por la ley, 
especialmente en lo con­
cerniente a la fijación ini­
cial de valores. 

Nuevos intentos por 
consolidar una norma 
única de valoraciones se 
encuentran en la Orde­
nanza de Urgencia de 1 
de diciembre de 1930 y 
en la Ley de valoración 
de 22 de mayo de 1931. 
Sin embargo, la mayor 
deficiencia de todas estas 
normas - la fijación de 
valores- no se consigue 
superar sino bajo la vi­
gencia de la Ley de Valo­
ración de 1934, cuya ca­
racterística más notable 
es la fijación principal de 
valores unitarios que se 
produjo en 1935 y que debería ser 
rectificada cada seis años, plazo que 
fue junto con el establecido para las 
empresas industriales (3 años) gene­
ralmente incumplido, lo cual fue dis­
tanciando, una vez más, el valor real 
de la realidad misma. Esta situación 
intentó remediarse con la publicación 
de una nueva norma, en este caso, la 
Ley de Modificación de la Ley de Va-

loración de 13 de julio de 1965. Sin 
embargo, las reformas normativas no 
acaban aquí, sino que la Ley de Bases 
del Impuesto sobre el Patrimonio, de 
17 de abril de 1974, introduce nuevas 
modificaciones, al igual que la Orde­
nanza Tributaria Alemana de 1977, 
hasta llegar a la última redacción, la 
vigente, de 30 de mayo de 1985. 

El análisis del proceso legislativo 
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que acaba de realizarse no responde a 
un proceso historicista sin vaJor reaJ, 
sino que muy al contrario tiene por 
objeto poner de relieve que lo que 
hoy se presenta como un paradigma 
es el fruto de una conquista histórica, 
de cuya eficacia real ya existen dudas, 
y que además ha sido de dificil im­
plantación especialmente si, como 
ocurre en España - y ocurría entonces 



en Alemania-, exige de la actuación 
coordinada de diversas organizaciones 
públicas de base territorial. 

Estas circunstancias deben ponerse 
en directa relación con la eficacia del 
sistema. Precisamente en esta línea, 
los datos aportados por Kruse deben 
conducir, cuando menos, a la medita­
ción. Recordemos que en la opinión 
de aquel autor "el valor común es la 
excepción. Otros valores son la regla, 
a saber: el valor del rendimiento, el 
valor real, el valor medio y el valor de 
balance ... Los valores unitarios que se 
establecen se separan claramente del 
valor común, especialmente en los 
bienes inmuebles. En ningún campo 
son tan falsos los valores como en és­
te ... ". Fuera ya del terreno teórico, 
Kruse recoge los datos públicamente 
aportados por el Director General de 
Tributos del Ministerio Federal de 
Hacienda, Doctor Velner, para el cual 
"el valor establecido para los solares 
de negocios es correcto solamente en 
el 30 por cien de los casos. En casas 
unifamiliares se alcanza a acertar so­
lamente en el 13 por cien de los casos 
cuando se hace la valoración según la 
renta producida, y en valoraciones se­
gún el procedimiento del valor real 
solamente en el 30 por cien de los ca­
sos. En los solares sin construir sola­
mente el 1 O por cien, en predios agríco­
las solamente el 5 por cien, en predios 
forestales apenas el 1 por cien". 

Aún más ilustrativos son los datos 
que aporta Kruse sobre el quantum de 
la desactualización. Señala, al respec­
to, que "existen diferencias en las esti­
maciones. Una cuidadosa estimación 
que ha fundamentado la Comisión 
Científica del Ministerio Federal de 
Hacienda afirma que la valoración de 
los solares alcanza alrededor del 20 
por cien del valor común. Así pues, 
los valores unitarios son falsos, muy 
falsos. Dejan de valorar el 80 por cien 
del valor común". 

Estas circunstancias son las que 
han propiciado que el Consejo Cientí­
fico del Ministerio Federal de Hacien­
da elaborara, el 1 O de febrero de 
1989, un informe proponiendo la su­
presión de la valoración unitaria. 

Las anteriores consideraciones no 
tienen por objeto terciar en la polémi­
ca de si es o no necesaria una ley de 

valoraciones unitaria, sino tan sólo re­
flexionar sobre la misma como dogma 
inquebrantable, teniendo en cuenta 
que, en España, tendría dos proble­
mas que no pueden marginarse. 

Así, en primer término, hay que 
referirse al propio instrumento legisla­
tivo que debería ser una ley, lo cual 
nos coloca ante un problema de ran­
go, dado que conforme al artículo 2° 
del Código Civil las leyes se derogan 
por otras posteriores, con lo cual los 
efectos de la ley general se perderían 
si cualquier ley especial o general pos­
terior dispusiese lo contrario. Los vai­
venes legislativos en materia impositi­
va, en los últimos años y, sobre todo, 
las profundas reformas que las Leyes 
de Presupuestos anuales están efec­
tuando en el conjunto del ordena­
miento, justifican el que nos plantee­
mos dudas en torno a la posibilidad 
de permanencia en el tiempo de cual­
quier ley horizontal. Como ejemplo, 
no está de más recordar el proceso de 
transformaciones legislativas a que se 
ha visto sometida la "ley horizontal" 
prototípica, la denominada Ley Gene­
ral Presupuestaria. 

En segundo término, tampoco de­
be obviarse el hecho de que en el sis­
tema impositivo español convergen en 
la actualidad las competencias de tres 
Entes Territoriales: el Estado, las Co­
munidades Autónomas y los Entes 
Locales. Las posibilidades de una ac­
tuación basada en la coordinación y 
no en el conflicto se están presentan­
do como una alternativa dificultosa, 
en la que parece aventurado basar to­
da la estructura de nuestro sistema 
fiscal. 

Fuera ya de este plano, es necesa­
rio retomar la cuestión y señalar que 
desde una política común de trata­
miento de la propiedad inmobiliaria 
sería conveniente que por los mecanis­
mos oportunos se procediese a esta­
blecer la oportuna concordancia, ya 
que de nada sirve que el Registro 
contenga el valor de venta, de eficacia 
muy limitada en el ámbito impositivo, 
y que el Catastro contenga, teórica­
mente, el valor real cuando quien 
consulte el Registro no puede tener 
conocimiento del mismo. 

Estas consideraciones nos permi­
ten aproximarnos al contenido con-
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creto de la coordinación que, con in­
dependencia del problema teórico de 
la normativa de valoraciones unita­
rias, debería alcanzar, al menos, a la 
comunicación recíproca de los respec­
tivos contenidos, de forma que quien 
acceda a la consulta del Registro pue­
da conocer, no ya el precio de la últi­
ma transmisión, sino el valor real que 
fiscalmente tiene atribuida la finca. 

La adaptación posible 

Para concluir es necesario hacer 
algunas consideraciones generales. 
Así, en primer lugar, cabe señalar que 
el problema que aquí someramente se 
examina no sólo es tradicional en 
nuestra historia legislativa, sino que 
constituye, además, un fiel reflejo de 
la falta de unidad y de coordinación 
que suele presidir la actividad legisla­
tiva sectorial, y que permite que un 
mismo bien pueda existir y no existir 
para dos registros públicos que a par­
tir de aquella consideración establecen 
sus respectivos efectos prescindiendo 
el uno del otro. 

Los importantes efectos que para 
el tráfico jurídico inmobiliario repre­
senta el Registro de la Propiedad y, 
asimismo, el papel relevante que el 
Catastro supone para el sistema fiscal, 
en su conjunto, justifican que se 
adopten las medidas necesarias para 
la coordinación de ambos. Las medi­
das reglamentarias introducidas en 
1980 son, sin duda, un avance que ne­
cesita para su consolidación que el 
proceso de implantación efectiva sea 
real. No obstante, es necesario indicar 
que con ello no se consigue sino una 
de las dos finalidades a las que aquí 
nos hemos referido, cual es que lo que 
existe en el Registro exista también en 
el Catastro y viceversa, pero queda 
por verificar la conexión recíproca de 
ambos registros en el resto de datos y, 
señaJadamente, los que hacen referen­
cia a la valoración real en el marco 
impositivo de la finca en cuestión. 

La seguridad jurídica y, sobre to­
do, la mejora de la gestión pública, 
necesita que se adopten las medidas 
necesarias para eximir a los ciudada­
nos de la pesada carga de comprender 
las estructuras jurídicas dispersas que 
en la actualidad existen. 


	9 22
	9 23
	9 24
	9 25
	9 26
	9 27
	9 28
	9 29
	9 30
	9 31
	9 32
	9 33



